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En el mes de diciembre de 2017, el Colegio de Abogados 

de Avellaneda Lanús (CAAL) comenzó a recibir una inusi-

tada cantidad de pedidos de pase de colegas matricula-

dos mayoritariamente en el Colegio de Abogados de 

Lomas de Zamora (CALZ).

Esa a�uencia de solicitudes de cambio 

de colegio de matrícula creció rápida y 

constantemente, y se incrementó a 

partir de febrero de 2018, constatán-

dose diversas irregularidades (avales 

repetidos, domicilios coincidentes en el 

mismo estudio de muchos letrados, 

diferencias en las �rmas, falta de 

antigüedad en los avalistas, etc.) Por 

ello, el Consejo Directivo del CAAL 

decidió la conformación de una 

comisión para examinar los documen-

tos ingresados.

Paralelamente a la resolución del 

Consejo de dicho colegio -consta en la 

causa penal que tramitó a estos efectos- 

que dos letrados, los Dres. Trotta y Di 

Pascale, se apersonaron ante la UFI N° 2 

con asiento en la Ciudad de Avellaneda, 

a cargo del Dr. Mario Prieto, para radicar 

una denuncia en la que manifestaron 

temores respecto a la posibilidad de 

que esos requerimientos de pases de colegas matricula-

dos -en su mayoría en el CALZ- pudieran ser destruidos.

El �scal Prieto les recibió declaración 

testimonial en el momento, ya que se 

encontraban en la Mesa de Entradas. No 

consta cargo o sello que indique la fecha 

y la hora exacta de la recepción de la 

denuncia.

Sin embargo, el mencionado agente 

�scal, el mismo día, requirió al Juez 

Carzoglio el allanamiento del Colegio 

sito en la Ciudad de Lanús (siendo mani-

�estamente incompetente), sin motivar 

su pedido, ni indicar cuál sería el ilícito 

que se investigaría, alegando que la 

eventual destrucción de los documentos 

“implicaría un daño irreparable y de 

difícil reparación” (SIC).

Vale destacar que, conforme la norma-

tiva vigente, los plazos legales y regla-

mentarios para autorizar los pases no se 

encontraban vencidos cuando se 

produjo el irregular allanamiento 

comentado.

En forma inmediata el Consejo Superior del Colegio de 

Abogados de la Provincia de Buenos Aires (COLPROBA) 

convocó a una reunión de urgencia para tratar el tema 

que, por de�nición, tenia gravísimas consecuencias 

institucionales.

En esa reunión, el COLPROBA votó la decisión de denun-

ciar y acusar al Juez Carzoglio y al Fiscal Prieto ante el 

Jurado de Enjuiciamiento, designando al Dr. Guillermo E. 

Sagués –quien fuera tres veces Presidente del Colegio de 

Abogados de San Isidro– como patrocinante y encar-

gado de llevar adelante el proceso.

El ex Juez Carzoglio primero fue apartado preventiva-

mente de su cargo y luego suspendido conforme las 

disposiciones legales y constitucionales aplicables. 

El día 9 de marzo del corriente se dictó veredicto y 

sentencia, por la que se destituyó a Carzoglio de su cargo 

de Juez y se lo inhabilitó para desempeñar cargos en la 

Justicia. 

En otro orden de cosas, asistimos recientemente a la 

destitución del Fiscal General Adjunto de San Isidro, Dr. 

Claudio Scapolán.

El caso del Fiscal Scapolán comenzó con las denuncias 

realizadas por la ex–diputada Elisa Carrió y, posterior-

mente, continuó con la investigación a cargo de la Jueza 

Federal de San Isidro Sandra Arroyo Salgado. Fue 

acusado de ser jefe de una asociación ilícita, instigador 

de falso testimonio agravado, uso de documento falso, 

falsedad ideológica de documento público reiterada, 

sustracción de medio de prueba, tenencia de estupefa-

cientes con �nes de comercialización doblemente agra-

vada, cohecho pasivo agravado por su condición de 

agente �scal, extorsión, abuso de autoridad e 

incumplimiento de los deberes de funcionario público.    

El 28 de marzo del corriente se comenzó con el Jury 

contra Scapolán (quien ya había sido suspendido el 22 de 

diciembre de 2022 por el Jurado de Enjuiciamiento), que 

�nalizó en abril con la destitución –por mayoría– del 

�scal acusado de ser el jefe de una asociación ilícita 

integrada por policías y abogados que se apoderaban 

ilegalmente de droga secuestrada a narcotra�cantes, 

para luego venderla, y en donde también se dispuso, 

para el ex-�scal, la inhabilitación para volver a ocupar 

cargos públicos.

El jurado fue presidido por la Dra. Ana María Bourim-

borde, presidenta de la Cámara en lo Civil y Comercial de 

La Plata, e integrado por los conjueces abogados Carlos 

Valdez, Héctor Mendoza Peña, Carlos Garavaglia, José 

Manuel Del Cerro y Juan Spinelli, y los conjueces legis-

ladores Juan Pablo Allan, Daniel Lipovetzky, Walter 

Carusso, María Eugenia Brizzi, y Sofía Vannelli, ésta última 

senadora que fundó el único voto en disidencia.

El Colegio de Abogados de San Isidro siguió de cerca este 

tema. No solo había expresado públicamente su preocu-

pación, sino que solicitó o�cial y oportunamente al 

Juzgado de Instrucción el informe del avance de la causa 

judicial. Ello también en el marco de los procesos discipli-

narios sustanciados ante el Consejo Directivo y el Tribu-

nal de Disciplina de la Institución contra los abogados 

que se encuentran involucrados en el proceso penal.

El Colegio de Abogados de San Isidro presentó una declaración a través de su Comisión de 
Defensa del Abogado, ante el avance de los jueces en la aplicación de sanciones disciplinarias. 

Como Colegio de Abogados, según lo establecido por la ley 5177, 
uno de nuestros roles fundamentales es asistir y defender a las 
matriculadas/os, ejerciendo las acciones pertinentes, administra-
tivas y/o judiciales, para asegurarles el libre ejercicio de la 
profesión, velar por su decoro y a�anzar la armonía entre éstos. 

Atento a la observación -en reiteradas oportunidades- de la 
aplicación de sanciones, por parte de los jueces, a los abogados y 
abogadas en relación a determinadas conductas llevadas a cabo 
en la tramitación de causas en el ejercicio de la profesión, que 
ellos “presumen” como faltas a la ética profesional, es que la 
Comisión de Defensa del Abogado de nuestro Colegio ha 
realizado el siguiente dictamen que en su parte pertinente dice: 

 Considerando que 
1- la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha 

recomendado “Adoptar, como medida de no repetición, 
las acciones necesarias para asegurar que las sanciones 
disciplinarias sean aplicadas a través de procesos realiza-
dos con el debido proceso legal.

2- la Corte Suprema de Justicia de la Nación adoptó la 
Acordada No. 26/08 en la que ordenó adecuar los mecan-
ismos de aplicación del decreto ley 1285/58 en los casos 
en que corresponde el ejercicio de facultades discipli-
narias, a las exigencias contenidas en el artículo 8(1) de la 
Convención Americana referida, establece garantías 
relacionadas con el debido proceso adjetivo.

3- Basado en lo anterior, la Acordada No. 26/08 encomendó 
a la Cámara Nacional de Casación Penal y a las Cámaras 
Nacionales y Federales de Apelaciones que en el uso de 
sus atribuciones de superintendencia delegada por esa 

Corte, adopten las previsiones reglamentarias necesarias a 
�n de que éstas se realicen en armonía con el respeto del 
debido proceso adjetivo, garantizado por la Constitución 
Nacional y las normas internacionales sobre derechos 
humanos con jerarquía constitucional (artículo 75(22) de 
la Constitución Nacional).

4- Si bien las provincias que componen nuestra república se 
han reservado facultades entre las que se encuentran 
aquellas vinculadas al dictado de normas adjetivas, no 
puede desconocerse la implicancia que tiene, en lo que 
hace a la correcta administración de Justicia y a la interpre-
tación de normativa supranacional, el dictado de una 
normativa como la señalada en el punto 4 precedente. 

5- Que toda actuación contraria a la recomendación de un 
órgano como la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, aun cuando se trate de una “recomendación”, y 
siendo que no se encuentran consideraciones que lleven a 
una solución contraria, implica sin duda un retroceso en 
las garantías que deben ser reconocida a toda persona 
humana.

6- Que el sistema sancionatorio debe entonces guardar los 
recaudos necesarios que aseguren el debido proceso, el 
derecho a la tutela judicial sustantiva y real de los 
derechos de toda persona humana y más aún cuando se 
trata de quienes ejercen como defensores de derechos de 
terceros. 

7- Que todos los poderes del Estado deben proporcional la 
garantía de un debido proceso.

Defensa a nuestras Abogadas y Abogados

Concluimos que…
Debe aconsejarse que la aplicación de cualquier sanción a Abogadas y Abogados de la matrícula resultan nuli�cables si 
no se ha escuchado a quien se le imputa una falta pasible de ser sancionada y no se le han respetado las garantías del 
debido proceso que implica necesariamente su derecho de defensa. 
Por todo lo expuesto, instamos a todos nuestros matriculados y matriculadas a denunciar estas situaciones para que las 
mismas sean tratadas por esta Comisión de Defensa del Abogado, que brega por la protección de nuestros derechos. 
• Pueden realizar la denuncia al e-mail: lavoz@casi.com.ar
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